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M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de julio de dos mil dieciséis (2016)
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Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor Juan Antonio Berberena Fernández  contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil de la ciudad de Bogotá y de su delegada en la ciudad de Pereira. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Narró el señor Juan Antonio Berberena Fernández que obtuvo la ciudadanía colombiana por adopción mediante la Resolución No.5751 del 14 de agosto de 2014 expedida por el Ministerio de Relaciones Exteriores, la cual se hizo extensiva a sus dos hijos menores de edad J.A.B.G. y C.L.B.G.  En tal virtud, presentó ante la Registraduría Nacional del Estado Civil Delegada Departamental de Risaralda los documentos respectivos para que se expidieran los documentos de identidad a sus hijos, lo cual no se ha podido realizar con fundamento en que en la plataforma informática de la entidad no se encuentra creada la opción para dicho trámite y que debe esperar a que sus hijos cumplan la mayoría de edad. 
Por lo tanto, requirió dicho procedimiento ante la Registraduría Nacional del Estado Civil de la ciudad de Bogotá, sin que a la fecha de presentación de la acción de tutela hubiera podido acceder a los documentos antes descritos, lo que consideró una vulneración a los derechos fundamentales de petición, a la igualdad, el reconocimiento a la personalidad, la individualidad, posibilidad de ejercer derechos, a la dignidad humana, al buen nombre, al debido proceso, a la seguridad social en salud, la educación, la integridad física y al bienestar social de sus hijos.
Por lo anterior, solicitó que se le tutelen los derechos fundamentales antes descritos  y como consecuencia de ello, se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil que expida los documentos de identidad a sus hijos menores de edad.  Así mismo, pidió que se decretara una medida provisional para que las demandadas emitieran las tarjetas de identidad aludidas.
2.2.  Adjuntó copia de los documentos que sustentan su petición (Fls. 7-16)

2.3.  Mediante auto del 1º de julio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a las entidades accionadas y se negó la medida provisional en los términos como fueron considerados (Fls. 19-22).
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO 
El Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad luego de señalar el trámite que conlleva la producción de la cédula de ciudadanía y de conformidad con las pretensiones del accionante, explicó que en la actualidad el sistema PMT Proceso de Modernización Tecnológico no permite realizar ese procedimiento para las tarjetas de identidad. 

Por lo tanto, consideró ante tal caso atípico, se están desarrollando los ajustes tecnológicos en el sistema “Morpho” por lo que se tomaría un tiempo aproximado de 7 meses para la realización de los ajustes respectivos.

Solicitó que se vinculara al Ministerio de Relaciones Exteriores para que certifique la veracidad de la Resolución No.5751 del 14 de agosto de 2014 por cuanto existen varios ciudadanos extranjeros solicitando la cédula de ciudadanía con resoluciones y cartas de naturaleza falsos.
Informó que al actor se le comunicaron las gestiones adelantadas al interior de la entidad con el fin de brindarle una solución efectiva a su solicitud, mediante el oficio AT 1390 del 7 de julio de 2016.

Por lo anterior, solicitó se denegara la presente acción de tutela por inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales invocados (Fls. 27-30).

Adjuntó copia del oficio con asunto AT 1390-2016 radicado el 2016/07/07 dirigido al señor Juan Antonio Berberena Fernández (folio 31).
3.2.   REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO – DELEGADA DEPARTAMENTAL DE RISARALDA

Su Delegado se refirió a los hechos de la demanda para afirmar que el accionante solicitó la inscripción del registro civil de nacimiento de sus hijos, lo cual no es posible hacerlo a través del sistema por cuanto el mismo no tiene la opción de ingresar como documento antecedente, la carta de naturalización.  Así mismo, señaló que no es cierto que se haya contestado al actor que se debe esperar hasta que los menores cumplan los 18 años de edad y que hasta la fecha se encuentra pendiente del concepto de las oficinas centrales para resolver el caso objeto de discusión.

Indicó que dada la imposibilidad de realizar el registro civil de nacimiento o expedir la tarjeta de identidad con la carta de naturalización, se dio traslado de la solicitud del actor a la Registraduría Nacional del Estado Civil para que se dé la respuesta pertinente.
Solicitó que se le otorgue un tiempo perentorio para atender la solicitud del actor, toda vez que se deben hacer las adecuaciones tecnológicas y técnicas requeridas para ello.  (Fls. 32 y 33) 
3.3. MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES – CANCELLERÍA 
La Coordinadora del Grupo Interno de Trabajo de Nacionalidad señaló que ese Ministerio frente a los hechos planteados por el accionante no tiene competencia; sin embargo, informó que dicho Ministerio adelantó el trámite de inscripción de nacionalidad colombiana por adopción solicitada por el señor Juan Antonio Berberena Fernández, la cual se hizo extensiva a sus hijos menores de edad, la cual fue autorizada mediante la Resolución No.5751 del 14 de agosto de 2014, la cual una vez se encontraba ejecutoriada, fue enviada a la Alcaldía de Pereira para la toma de juramento, el que se  hizo el 7 de octubre de 2014 y  con lo que se perfeccionó el vínculo de la nacionalidad y fue devuelta al Ministerio el 16 de octubre de ese año.

Señaló que el Ministerio de Relaciones Exteriores mediante el oficio S-GNC-14-079010 del 24 de octubre de 2014 comunicó a la Registraduría Nacional del Estado Civil sobre el perfeccionamiento de vínculo de nacionalidad antes aludido  y remitió copia de la Resolución No.5751 del 14/08/2014 con el acta de juramento respectiva para los fines pertinentes, documentos que fueron recibidos en la mencionada Registraduría el 28 de octubre de 2014.  Por lo anterior, consideró que esa dependencia en el procedimiento de naturalización del accionante y de sus hijos menores, se ciñó a lo estrictamente previsto en la ley. 
En cuanto a la vinculación al presente trámite de tutela según lo indicado con la Registraduría Nacional del Estado Civil cuando adujo que la Resolución 5751 de 2014 debe ser certificada, indicó que de acuerdo al artículo 25 del Decreto 019 de 2012 todos los actos de funcionario público competente se presumen auténticos.  Al respecto, informó que la Registraduría Nacional del Estado Civil no ha requerido la certificación de dicho acto administrativo o la verificación de autenticidad del mismo.  Por lo tanto, se colige que no existe conexidad entre las presuntas falsificaciones de resoluciones de inscripción y los hechos materia de la presente acción.

Además, que de los documentos aportados por el accionante, se observa que la Registraduría Nacional del Estado Civil le expidió la cédula de ciudadanía No.1.088.339.968 el 23 de diciembre de 2014 en la ciudad de Pereira con base en la  Resolución 5751 de 2014.
Por lo tanto, solicitó que se excluya al Ministerio de Relaciones de Exteriores cualquier responsabilidad en los derechos de los derechos fundamentales de los menores J.A.B.G. y C.L.B.G., toda vez que se cumplieron con los procedimientos legales antes señalados y por carecer de competencia para la expedición de sus documentos de identificación como colombianos. (Fls. 40-50)
Adjuntó copia del oficio S-GNC-14-079010 del 24 de octubre de 2014 dirigido al Registrador Nacional del Estado Civil en Bogotá, de la Resolución No.5751 del 14 agosto de 2014 y del acta de toma de juramento al accionante por parte del Alcalde de Pereira (Fls. 51-56).
4.   CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculada vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Juan Antonio Berberena Fernández por el hecho de no habérsele expedido las tarjetas de identidad de sus dos hijos menores.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.5.  En el caso sub examine, el señor Juan Antonio Berberena Fernández, quien obtuvo la nacionalidad colombiana por adopción, la cual se hizo extensiva a sus dos hijos menores de edad C.L.B.G. y J.A.B.G., acudió al juez de tutela con el fin de que la Registraduría Nacional del Estado Civil le expida a sus hijos las tarjetas de identidad, documentos necesarios para que a los mismos les sea reconocida su personalidad e individualidad y puedan ejercer sus derechos.
4.5.1.  Sea lo primero advertir que el artículo 96 de la Constitución Nacional señala que son nacionales colombianos por adopción, las siguientes personas:
“(…)  a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalización, de acuerdo con la ley, la cual establecerá los casos en los cuales se pierde la nacionalidad colombiana por adopción;

b) Los Latinoamericanos y del Caribe por nacimiento domiciliados en Colombia, que con autorización del Gobierno y de acuerdo con la ley y el principio de reciprocidad, pidan ser inscritos como colombianos ante la municipalidad donde se establecieren, y;

c) Los miembros de los pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos. (…)” 
4.6.  Con respecto a la protección especial de los menores de edad, el artículo 44 de la C.N. establece que “la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos”.  Así mismo, dispone que son derechos fundamentales de los niños: “la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión” y los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.  En relación a dichas prerrogativa, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

“Del artículo 44 de la Constitución Política se infiere la obligación de la familia, la sociedad y el Estado de proteger y cuidar a los niños. Igualmente, el principio de prevalencia del interés superior del menor y el carácter fundamental de algunos derechos como la salud.

 

3. Al establecer textualmente la Norma Superior que la responsabilidad en el cuidado de los niños recae en la familia, la sociedad y el Estado, se deriva que la primera entidad llamada a velar por el cuidado de los niños es la familia. 

 

4. La familia es entonces el ámbito primario de satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, de allí que constitucionalmente se consagre que todos los niños tienen derecho a una familia, no ser separados de ella y a la protección que debe ser brindada por ésta (artículo 44 C.P.). 
4.1 En correspondencia con lo anterior, diversos artículos de la Constitución Política resaltan la importancia y el deber de proteger a la familia en la sociedad. Así, el artículo 5 dispone que la familia es la institución básica de la sociedad; el artículo 15 establece el derecho a la intimidad familiar; el artículo 28 reconoce que nadie puede ser molestado en su persona o familia y el artículo 42 dispone que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, que el Estado y la sociedad garantizan su protección integral y que la misma tiene derecho a la honra, a la dignidad y a la intimidad.

 

4.2 La Constitución al disponer que la familia es el núcleo de la sociedad y garantizar, por tanto, su protección, reconoció, en términos de esta Corporación[1], una realidad sociológica, política y jurídica de una unidad social que encierra el respeto recíproco, la ayuda entre sus integrantes y  el cuidado a los más débiles.”

4.7.  Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia” cuyo objeto es establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la sociedad y el Estado, señaló en los artículos 25 y 26 lo siguiente: 
“ARTÍCULO 25. DERECHO A LA IDENTIDAD. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener una identidad y a conservar los elementos que la constituyen como el nombre, la nacionalidad y filiación conformes a la ley. Para estos efectos deberán ser inscritos inmediatamente después de su nacimiento, en el registro del estado civil. Tienen derecho a preservar su lengua de origen, su cultura e idiosincrasia.
ARTÍCULO 26. DERECHO AL DEBIDO PROCESO. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a que se les apliquen las garantías del debido proceso en todas las actuaciones administrativas y judiciales en que se encuentren involucrados.

En toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados, los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta.”
4.8.  Por su parte la Ley 962 de 2005 “Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos” modificatoria de la Ley 43 de 1993 “Por medio de la cual se establecen las normas relativas a la adquisición, renuncia, pérdida y recuperación de la nacionalidad colombiana”, en su artículo 38  señala lo pertinente a la prueba de la nacionalidad, así: 

“ARTÍCULO 38. PRUEBA DE NACIONALIDAD. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 43 de 1993, el cual quedará así:

"Artículo 3o. Prueba de nacionalidad. Para todos los efectos legales se considerarán como pruebas de la nacionalidad colombiana, la cédula de ciudadanía para los mayores de dieciocho (18) años, la tarjeta de identidad para los mayores de catorce (14) años y menores de dieciocho (18) años o el registro civil de nacimiento para los menores de catorce (14) años, expedidos bajo la organización y dirección de la Registraduría Nacional del Estado Civil, acompañados de la prueba de domicilio cuando sea el caso.”
4.9. De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se advierte que la Ministra de Relaciones Exteriores mediante la Resolución No.5751 del 14 de agosto de 2014 autorizó la inscripción como nacional colombiano por adopción al ciudadano cubano Juan Antonio Berberena Fernández y a sus hijos menores de edad C.L.B.G. y J.A.B.G. (folios 8 y 9). Así mismo, se observa, que el 27 de julio de 2015 el señor Berberena Fernández diligenció el formulario con el fin de que la Registraduría Nacional del Estado Civil le informara el trámite pertinente para obtener las tarjetas de identidad de sus dos hijos (folios 15 y 16) y de esta petición, el actor recibió el 12 de agosto de 2015 una respuesta vía correo electrónico en la cual la Coordinadora de Área de Sistemas de la Registraduría Nacional del Estado Civil – Delegación Departamental de Risaralda, le informó que su solicitud había sido trasladada a la Oficina Jurídica de Registro Civil y a la Dirección Nacional de Identificación con el fin de dar solución definitiva a la expedición de la tarjeta de identidad de los menores; así mismo, dicha funcionaria le indicó “Estamos muy interesados en darle una solución de fondo a su petición, sin embargo queremos manifestarle que han sido múltiples los comunicados y las llamadas a Bogotá, pues es a nivel central donde se origina una respuesta a esta problemática generada a los menores que desean identificarse con carta de naturalización” (folio 13).

4.10. Por su parte la Registraduría Nacional del Estado Civil contestó  a la demanda de amparo que en la actualidad el sistema no permite el procedimiento para las tarjetas de identidad por ser este caso “atípico” y que por lo tanto, se están desarrollando los ajustes tecnológicos en el sistema de “Morpho”, lo que tomaría un tiempo aproximado de 7 meses para la realización de los ajustes respectivos (folio 29).
4.11. De conformidad con la normativa y la jurisprudencia antes relacionadas, esta Sala concluye que los menores C.L.B.G. y J.A.B.G. hijos del señor Berberena Fernández, cumplen con los requisitos para que les sean expedidos sus documentos de identidad, toda vez que han adquirido la nacionalidad colombiana por adopción.  De tal manera, que frente a los derechos fundamentales de los menores representados, esta Colegiatura no encuentra razonables los argumentos expuestos por la Registraduría Nacional del Estado Civil,  pues no se justifica que  ante la solicitud del actor desde el 27 de julio 2015 para la emisión de las tarjetas de identidad de sus hijos, la entidad requiera de más tiempo para el procedimiento sistemático pertinente y que para darle solución de fondo a su situación “especial”,  el accionante deba esperar otros tres (3) meses para comparecer a la Registraduría más cercana al lugar de su domicilio con el fin de realizar la toma del material de las tarjetas de identidad, tal como le fue informado al actor mediante el oficio AT-1390-2016 (folio 31), lo que  conllevaría a que las prerrogativas constitucionales de los menores de edad continúen siendo transgredidas.  Así las cosas, por ser los menores C.L.B.G. y J.A.B.G. sujetos de especial protección por parte del Estado, se hace necesaria la intervención del juez de tutela con el fin de evitar que la amenaza de sus derechos fundamentales se prolongue aún más.
Consecuente con lo anterior, se ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Delegada Departamental de Risaralda que de manera conjunta,  en un término no superior a quince (15) días hábiles a la notificación de este fallo, procedan con la toma del material de las tarjetas de identidad de los menores C.L.B.G. y J.A.B.G. y se expidan los documentos correspondientes. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición, a la igualdad, el reconocimiento a la personalidad, la individualidad, posibilidad de ejercer derechos, a la dignidad humana, al buen nombre, al debido proceso, a la seguridad social en salud, la educación, la integridad física y al bienestar social invocados por el señor Juan Antonio Berberena Fernández en representación de sus hijos menores de edad C.L.B.G. y J.A.B.G.
SEGUNDO: ORDENAR a la la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Delegada Departamental de Risaralda que de manera conjunta,  en un término no superior a quince (15) días hábiles a la notificación de este fallo, procedan con la toma del material de las tarjetas de identidad de los menores C.L.B.G. y J.A.B.G. y se expidan los documentos correspondientes. 

TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite al Ministerio de Relaciones Exteriores.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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